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RESUMEN: Con motivo de la reciente remisién por el Gobierno al Congreso de los Diputados del Proyecto de Ley
Reguladora del Contrato de Concesion de Obras Piblicas, se efectia un estudio general de la figura juridica del
Contrato de Concesién de Obra Pablica que incluye sus antecedentes histéricos en Espafia, la legislacién actualmente
vigente que lo contempla y los elementos fundamentales que caracterizan el concepto actualizado de Concesién de
Obras Publicas que se recoge en el citado Proyecto de Ley. En este sentido, se profundiza en las conclusiones
ofreccidas sobre la materia por la Comunicacién Interpretativa de la Comisién Europea 2000/C 121/02, publicada
en el DOCE de 29 de abril de 2000 y, siguiendo el nuevo Proyecto de Ley, se analizan los derechos y deberes de los
concesionarios de obras piblicas, asi como las prerrogativas del 6rgano de contratacién correspondiente. Todo ello
con el doble objetivo de lograr una mayor certeza y claridad del marco juridico general regulatorio que, a su vez,
estimule la inversién del sector privado en la construccién de las obras piblicas previstas en el Programa de
Infraestructuras de Transportes 2000-2002 que el Gobierno espafiol estd acometiendo por considerarlo necesario
para la convergencia real de Espaia con el resto de los paises mas desarrollados de la Unién Europea.
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ABSTRACT: The article provides a general overview of the legal nature of Public Works Concession Contracts in the
light of the Bill on the same recently submitted to Parliament. The article considers the historical background of these
concessions in Spain, the current legislation covering the same and the basic elements characterising the updated
concept of Public Works Concessions according to the said Bill. The author also reflects on the conclusions reached in
the European Commission’s Interpretative Communication on Concessions under Community Law 2000/C 121/02,
published in the Official Journal of the European Communities on 29 April 2000, and analyzes the rights and
obligations of public works concessionaires in accordance with the new Spanish Bill as well as the prerogatives of the
corresponding contracting bodies. The dual objective of all this is fo ensure greater certainty and clarity regarding
general legislation which shall, in turn, stimulate private investment in the construction of the public works established
in the 2000-2002 Transport Infrastructure Programme. This programme having been undertaken by the Spanish
Government in order to obtain the real convergence of Spain with the rest of the more developed countries in the
European Union.
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1. INTRODUCCION to Refundido aprobado por el Real Decreto Legislativo
2/2000, de 16 de junio. En sus dos primeros apartados se

El Proyecto de Ley Reguladora del Contrato de Concesidn modifican los articulos 5 y 7 referidos a la enumeracién de los

de Obra Piblica acaba de ser aprobado por el Consejo de contratos administrafivos y su régimen juridico. En el apartado
Ministros y remitido al Congreso de los Diputados. 3 se introduce la regulacién de la financiacién de la obra po-
" El proyecto consta de un Gnico articulo por el que se modi- blica mediante concesién de dominio pdblico. En el apartado
fica la Ley de Contratos de las Administraciones Piblicas, Tex- 4 se infroduce una ampliacién del plazo del contrato de ges-

Se admiten comentarios a este articulo, que deberdn ser remitidos a la Redaccién de la ROP antes del 30 de‘ diciembre de 2002.  Recibido: julio/2002. Aprobado: julio/2002
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tién de servicios publicos cuando sea de mercado o lonja cen-
tral mayorista de articulos alimenticios gestionados por Socie-
dades de economia mixta municipal y, por fin, en el apartado
5 se infroduce la regulacién completa del contrato de conce-
sién de obras piblicas afiadiendo un nuevo Titulo V al Libro i
de la ley de Confratos de las Administraciones Publicas, que
se estructura en Cinco Capitulos.

La nueva norma responde a uno de los compromisos ad-
quiridos por el Gobierno en su programa electoral, que, poste-
riormente, fue ratificado de modo expreso en el Debate del Es-
tado de la Nacién del afio 2001 (1).

En efecto, este nuevo texto legal quiere dar respuesta a la
necesidad econdmica de aportar caudales privados para la fi-
nanciacién del Plan de Infraestructuras 2000-2007 (2).

Por ofra parte, con esta norma se pretende también solven-
tar el problema, histérico entre nosotros, de la insuficiente regu-
lacién de la materio, a la que luego me he de referir, en un
momento en que se dan dos circunstancias particularmente
destacables y a las que, de forma somera, también resulta ne-
cesario aludir ya desde ahora. La primera es que el papel del
Estado ha sufrido una honda transformacién. Hoy la Adminis-
tracién tiene un papel regulador. Pero no un papel subordina-
do o menor, antes bien al contrario. Lla segunda consiste en
que el tratamiento de las realidades econémicas y sociales que
aqui abordamos es, hoy mds que nunca, multidisciplinar. Lo ju-
ridico, lo técnico y lo econémico han de ir de la mano al servi-
cio de un objetivo comin de eficiencia y seguridad juridica
que permita la realizacién de las grandes obras publicas de
las que, al final, estamos hablando.

Centrado asi el asunto, a continuacién se pretende, en pri-
mer término, hacer un breve recorrido histérico, para saber de
donde venimos, y, mds tarde, resumir las novedades més sig-
nificativas que el nuevo texto legal quiere incorporar, para so-
ber hacia donde vamos.

Il. ANTECEDENTES HISTORICOS

Frente a la concepcién liberal clasica, es sabido que hoy el
Estado no se enfrenta a la realidad social considerdndola solo
como un orden preformado, sino que intenta participar, en ma-

{1) La Resolucién n® 14.3° de dicho Debate establecié lo siguiente: El Congreso de los
Diputados insta al Gobierno a presentar un Proyecto de Ley en el que se regule de for-
ma unitaria y completa el régimen de concesién y explotacién de las obras publicas,
los mecanismos de financiacién con participacién piblica y privada y las garantias y
prerrogativas de la Administracién para asegurar los intereses publicos
{2) En este sentido y como ya ha tenido ocasién de decir con acierto nuestro Consejo
Econdmico y Social en el Dictamen sobre el entonces todavia Anteproyecto de Ley eva-
cuado con fecha 15 de enero de 2002, “En el umbral del siglo XXi, las necesidades
de modernizacién y ampliacién de la dotacién de infraestructuras asf como las deman-
das de prestacién de servicios esenciales a los ciudadanos exigen la articulacién de
respuestas juridicas y financieras eficaces que estimulen la contribucién de los recursos
privados al logro de los objetivos publicos. En este contexto, cobra sentido la preten-
sién del Anteproyecto de recuperar los rasgos definidores de la centenaria figura de la
ién, qj dol delo administrativo y social de nuestros dias, haciendo

5n, al
util de nyevo® Ia Institucién-en todos lps campos en que estd. flomada o operary, en fo-
do caso afendiendlo @ las exigencias de la doctrina y cof lisiones de la Comisién Eus
ropea...

yor o menor medida y de una forma u otra, en la conforma-
cién de este orden.

El Estado moderno llega al civdadano, ya no sélo a través
de las clésicas funciones pdblicas, sino que también entra en el
dmbito —tradicionalmente individual- de lo econémico, de mo-
do que no renuncia a desarrollar una actividad positiva con el
fin de incrementar el bienestar colectivo.

Ahora bien, afirmadas las categorias de funcién y de servi-
cio publico ante una masa de necesidades sociales, no es me-
nos cierto que en las Oltimas décadas el modelo de Estado de
bienestar, surgido en el mundo occidental tras la primera Gue-
rra Mundicl y consolidado después de la segunda, se encuen-
tra en profunda revisién, especialmente, en todo cuanto se re-
fiere a los modos o procedimientos de gestién.

En este sentido, ante el Estado se abre una doble opcién: o
bien prestar sus servicios directamente o bien dejar en manos
de los particulares esta prestacién, reservandose él el poder
concesional y de control en el tiempo de la actuacién.

El recurso al procedimiento concesional se traduce de este
modo en la entrega a los particulares de una esfera funcional
de competencia atribuida a la Administracién piblica o, més
concisamente, en la investidura de una funcién pablica, vinien-
do a ser de esta manera término medio entre la gestién directa
y la pura libertad privada.

En efecto, la idea concesional se manifiesta como dirigida
politicamente a hacer compatibles dos principios contrapues-
tos, relativo el uno a la necesidad de hacer piblicas activida-
des privadas, y atinente el otro al respeto a la iniciativa y a la
autonomia particular, porque, a través de este sistema, se lo-
gra, manteniendo el control estatal sobre las actividades corres-
pondientes, una despolitizacién y desburocratizacién de las
mismas, separando dos fases, la de prestacién y la de control
y dejando en manos piblicas sélo la segunda.

De ahi que, a lo largo de la historia y en el continuo afdn
de las Administraciones pdblicas para encontrar nuevas formas
organizativas, la concesién se ha manifestado como una de
las férmulas que con mas complitud coordina satisfactoriamen-
te los intereses publicos y privados, pues minimiza los peligros
que para el siempre deseable pluralismo politico encierra toda
vinculacién entre el Estado y la actividad de los particulares en
el dmbito de un sistema econdémico liberalizado.

Por eso, la concesion administrativa no sélo ha pervivido a
los cambios de orientacién politica, sino que ha ido ajusténdo-
se flexiblemente a las nuevas exigencias del tiempo hasta tal
punto que hoy cabe afirmar que el sistema concesional puede
volver a ser la forma politicamente més intachable, administra-
tivamente mds dgil, y econémicamente mds eficaz, de conse-
guir buena parte de los grandes desafios que los Estados mo-
dernos tienen planteados en materia de obras publicas, pero,
a diferencia de las razones que concurrian en el siglo XIX, pu-
ramente relacionadas con la proteccién del patrimonio privado
y la libertad mdeucI frente a la actuacién estatal, ahora se
trata, ademds, de aumentar y fortalecer las potestades regula-
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torias de las Administraciones sobre todo durante la
fase de explotacién para garantizar en todo momen-
to la preservacién del interés general asi como la
solvencia y el control econémico en lo que se refiere
a la evolucién del régimen financiero a que cada
concesion se encuentre sujeta.

El origen de la
concesién de obra en
Espc.nc' S_e encuentra 18.1 del R.D. de 18 de octubre de 1845 dejaba

histéricamente

vinculado a las

obras, tanto por este Real Decreto como por el de 27
de febrero de 1852 que establecié las Reglas para la
celebracion de toda clase de contratos, el articulo

practicamente plena libertad al Gobierno en materia
de concesién de obra piblica, al establecer que: «la

endémicas dificultades  concesién de las empresas de toda clase de obras

1. El Real Decreto de 10 de octubre de 1845

El origen de la concesién de obra en Espaiia se

que la construccién de publicas se otorgara por el Gobierno en el modo y
las grandes obras

forma que para cada caso se estime conveniente».

encuentra histéricamente vinculado a las endémicas pUbl.ICClS p|.onfeo.n er] 2. La Ley General de Obras Piblicas de
dificultades que la construccién de las grandes obras ~ Materia de financiacién 13 de abril de 1877

poblicas plantean en materia de financiacién y de y de idoneidad
idoneidad empresarial de la Administracién para la emprescricl de la

gestién directa de las mismas.

Ante estos problemas, nuestros legisladores de la
primera mitad del siglo XIX ya pensaron en recurrir
al sistema concesional o “de empresa”, como dieron
en llamarlo entonces, pero de una manera residual y
dejando completa libertad al Gobierno para establecer la re-
gulacién concreta del contrato del modo y forma que para ca-
da caso se estimara conveniente.

En este sentido, parece obligado hacer una referencia, si-
quiera sucinta, a nuestra Instruccién para promover y ejecutar
las obras publicas, aprobada por Real Decreto de 10 de octu-
bre de 1845 (3).

De los tres sistemas que enuncia, la Instruccién determina
que el preferible es la contrata, siempre que haya fondos sufi-
cientes para satfisfacer a los contratistas el importe de las
obras. Mientras que el sistema de realizacién por «empre-
sa», es decir el de la concesidn, se configura como una via
adecuada cuando la reclizacién de las obras exige conside-
rables sumas que la Administracién no se halle en estado de
afrontar (4).

Por otra parte, es de significor que, en abierto contraste
con la detallada regulacién introducida para el contrato de

{3) El Articulo 5° de la presente Instruccién, establecia lo siguiente: “...las obras nacio-
nales como las provinciales y municipoles pueden realizarse por empresa, por contra-
ta o por administracién. En las obras por empresa la Administracién contrata con par-
ticulares la ejecucién de las obras, cediéndoles en pago los productos y rendimientos
de las mismas; y cuando éstos no sean suficientes, estipulando concesiones en com-
pensacién de la industria de los empresarios o del capital que adelanten, de lo cual re-
sultaré a su favor en los més de los casos un privilegio por tiempo determinado.

En las obras por contrata la Administracién satisface en plazos fijos las cantidades es-
tipuladas por las obras que los contratistas se obligan a ejecutar en un tiempo dado y
bajo condiciones determinadas.

En las obras por administracién, el Gobierno, las provincias o los pueblos son los eje-
cutores encargados directamente de todas las operaciones asi facultativas como eco-
némicas en la forma que determinen las leyes y los reglamentos e instrucciones del ra-
mo.”

(4) Dicen al respecto los articulos 6 y 7 de la Instruccién: “Articulo 6. Deberén preferir-
se las contratas siempre que haya fondos suficientes para satisfacer a los contratistas
el importe de las obras que vayan ejecutando a plazos fijos y de un modo positivo,
bien procedan los recursos de arbitrios impuestos al intento, o de cualesquiera ofros
medios conocidos.

Articulo 7. las empresas promovidas por particulares, en tanto serén aceplables, en
cuanto la importancia y vasta extensién de las obras proyectadas exijan considerables
sumas que la Administracién no se halle en estado de afrontar, pero que puede suplir
ventajosamente por medio de concesiones.”

gestién directa de las

En este relevante texto normativo para nuestro De-

Administracion para |g  recho publico el sistema concesional sigue estando

justificado por el problema de la financiacién, pero,
a diferencia del régimen previsto en la norma ante-
riormente referida, la concesién de obra piblica se
caracteriza como un tipo mds de contrato que ya no
tiene cardcter residual, que conoce una notable variedad de fi-
guras mixtas verdaderamente pioneras de soluciones a proble-
mas muy actuales y tiene su propia regulacién especifica (5).

Més adelante, esta Ley regula con defalle las concesiones
de obra publica, distinguiendo diversos supuestos como son:
las obras piblicas para cuya ejecucién no se pida subvencién
ni ocupacion de dominio publico {cap. VI), las obras subven-
cionadas con fondos piblicos pero que no ocupen dominio pi-
blico (VI) y los supuestos en que se pide la concesién de domi-
nio piblico y dominio de Estado (VIll).

Por ofra parte, admite la posibilidad de que la iniciativa in-
dividual «descubra» el interés de: llevar acabo una obra pibli-
ca y solicite su concesién; en cuyo caso, la Ley regula la forma
de solucionar los problemas que pueden presentarse en orden
a la determinacién de la ufilidad publica y el conflicto de inte-
reses que puede suscitarse entre el peticionario, el autor del
proyecto aprobado y el adjudicafario de la licitacién.

Ademds, la Ley regula el régimen de la concesién, dura-
cidn, cesion de la concesién, propiedad de las obras y caduci-
dad en caso de incumplimiento.

3. La Ley de Contratos del Estado
y las Directivas de la Unién Europea

El legislador de 1965 eludié por completo el tema que nos
ocupa, omitiendo incluso toda regulacién sobre las especiali-

|5) Asi, resulta muy significativo el tenor literal de su articulo 26 cuando dispone que:
*El Gobierno podrd contratar las obras publicas que sean de su cargo:

1° Obligéndose a pagar el importe de las obras a medida que los trabajos se vayan
ejecutando en los plazos y con las formalidades que se determinen en las cléusulas es-
peciales de cada contrato, y en las condiciones generales que deben regir en todo lo
referente a este servicio.

2° Otorgando a los contratistas el derecho de disfrutar por tiempo determinado del
producto de los arbilrios que se establezcan para el aprovechamiento de los obras, se-
gun lo dispuesto en el articulo, 24 de la presente Ley.

3° Combinando los dos mediés expresados”
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dades que se derivan de las concesiones mixtas de obra y servi-
cio.

Las primeras Directivas comunitarias sobre contratos
piblicos excluian expresamente de su ambito de aplica-
cién a las concesiones de obras piblicas. Asi se despren-
dia, por ejemplo, de lo establecido en el articulo 3.1 de
la Directiva 71/305/CEE.

Por tanto, las concesiones de obras piblicas queda-
ban al margen de la normativa europea, dejando abierta
una importante via de escape del Derecho comunitario,
que dificilmente podia justificarse seriamente por la evi-
dente desproteccién juridica en que quedaban principios
irrenunciables de este ordenamiento como son la libertad
de circulacién y de concurrencia en el interior de la
Unién.

De esta circunstancia se hizo eco la Directiva
89/440/CEE, en cuyo predmbulo se manifestaba la nece-
sidad de “dar mayor precisién a la nocién de contratos
de obras piblicas con objeto de tener en cuenta, en parti-
cular, las nuevas formas de atribucién contractuales de
servicios”, considerando ademds “la importancia crecien-
te de la concesién de obras publicas y su naturaleza espe-
cifica”. En consecuencia, la citada directiva sujeté a las
concesiones de obras a las normas de publicidad conteni-
das en la misma.

Finalmente, la Directiva 93/37/CEE, que es la actual-
mente en vigor y en la que se funda nuestra vigente Ley
de Contratos de las Administraciones Pablicas, refundié
las anteriores directivas dictadas sobre coordinacién de
los procedimientos de adjudicacién de los contratos pibli-
cos de obras, que eran la Directiva 71/305 CEE, modifi-
cada por las Directivas posteriores 78/669 CEE, 89/440
CEE y 90/380 CEE, sustancialmente.

ill. LA LEGISLACION VIGENTE

Un répido repaso del régimen juridico vigente en
nuestro derecho interno sobre la materia que nos ocupa
hace patente la dispersién normativa y las muy notables
carencias de que dicho régimen adolece.

Haciendo abstraccién ahora de las especialidades
propias la Administracién Local, es de significar ante to-
do que nos encontramos actualmente, por un lado, con
una regulacién de aplicacién general, pero de contenido
muy reducido, que puede encontrarse en la Directiva
93/37/CEE ya referida y que ya ha sido objeto de tras-
posicién por los articulos 130 a 134 de la nueva LCAP vy,
por otro, con regulaciones estrictamente sectoriales de la
figura que se circunscriben exclusivamente al dmbito de
las autopistas de peaje, de las obras hidraulicas y de los
ferrocarriles.

Por tanto, desde un punto de vista cuantitativo, parece
necesario no solo enriquecer el contenido de la regula-

cién juridica de esta figura, sino también extenderlo a to-
dos los sectores susceptibles de ser objeto de un concepto
amplio de concesién de obra piblica.

Por otra parte, no cabe omitir aqui la importancia
que, tanto para el ordenamiento juridico comunitario co-
mo, légicamente, para el interno, reviste la ain reciente
Comunicacién interpretativa de la Comisién Europea so-
bre las concesiones en el Derecho Comunitario (2000/C
121/02; DOCE de 24 de abril de 2000), que ha analiza-
do el concepto y la naturaleza juridica del contrato de
concesién de obras para identificar sus caracteristicas o
rasgos esenciales.

Para la Comisién Europea el elemento determinante de
este tipo de contrato consiste en que los riesgos inherentes
a la explotacién de la obra han de transferirse de alguna
manera y en mayor o menor medida al concesionario,
pues “si el reembolso de las financiaciones corriera a car-
go del érgano de contratacién, sin riesgos vinculados a la
gestién de la obra, faltaria el elemento de riesgo y el con-
trato deberia calificarse como contrato de obras y no co-
mo concesién. Ademds, si durante la duracién del contra-
to o al término del mismo el concesionario recibe, directa
o indirectamente (en forma de reembolso, de compensa-
cién de pérdidas o de otra forma), una remuneracién dis-
tinta de la correspondiente a la explotacién, el contrato
ya no podria ser tildado de concesién (2.1.2 y Nota 9).

Por lo demds, el hecho de que la Directiva
93/37/CEE “permita que el derecho de explotacién vaya
acompaiiado de un precio [precios sociales, importe a
tanto alzado, importe fijo en funcién del ndmero de usua-
rios, etc.] no cambia ... la naturaleza del contrato si el
precio pagado cubre sélo una parte del coste de la obra
y de su explotacién” ... “siempre y cuando este [precio]
no elimine el riesgo inherente a la explotacién”.

En consecuencia y desde un punto de vista cualitativo,
resulta también perentorio recoger en nuestro derecho in-
terno un régimen juridico de la concesién de obra piblica
que la preserve de su desnaturalizacién conceptual y ga-
rantice el mantenimiento de sus perfiles esenciales tal y
como han quedado anteriormente expuestos.

He aqui otra buena parte de las razones por las que
el Gobierno ha considerado necesario ampliar y enrique-
cer la LCAP con el nuevo Proyecto de Ley Reguladora de
la Concesién de Obras Piblicas.

1. La vigente Ley de Contratos de las
Administraciones Puiblicas

Esta norma, en su redaccién actual, contiene una regu-
lacién general en los preceptos arriba referidos, pero que
resulta muy incompleta, porque, en la prdctica, el legisla-
dor de 1999 y luego del 2000 se conformé con trasponer
la Directiva 93/37/CEE, de 14 de junio de 1993, que, a
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su vez, se habia limitado a extender a la concesién de obras
algunos extremos de la regulacién del contrato de obras, es-
pecialmente en materia de publicidad y concurrencia para
evitar la conculcacién de los grandes principios del derecho
comunitario anteriormente citados, pero sin ocuparse de
otras cuestiones bdsicas y especificas del contrato de conce-
sién en si mismo considerado.

1.1. La insuficiencia del concepto de concesién de obra publica
en el actual articulo 130.1 de la LCAP

El actual articulo 130.1 de la LCAP define este contrato
como aquel en el que, siendo su objeto alguno de los conte-
nidos en el articulo 120, la contraprestacién a favor del ad-
judicatario consiste en el derecho a explotar la obra o en
dicho derecho acompaiiado del de percibir un precio.

Frente a la lista tasada del articulo 120 LCAP: Construc-
cién de bienes inmuebles, trabajos que modifiquen la forma
o sustancia del terreno o del subsuelo y reforma, repara-
cién, conservacién o demolicién de los elementos anterior-
mente definidos, no hay obstdculo juridico alguno para que
las obras piblicas objeto del contrato de concesién puedan
ser, desde una perspectiva mucho mds amplia incorporada
por el nuevo Proyecto que viene o modificar la LCAP, todas
aquellas que, siendo susceptibles de explotacion, sean ne-
cesarias para la prestacién de servicios piblicos de natura-
leza econdmica, o sean precisas para el desarrollo de acti-
vidades o servicios econdémicos de interés piblico o gene-
ral.

Por ofra parte, se encuentran ayunos de toda previsién
legal aquellos supuestos en que la contraprestacién al con-
tratista de una obra sea distinta de un precio o del derecho
de explotar dicha obra o de este derecho mas el de perci-
bir un precio. Asi, ante la necesidad de construir y mante-
ner o solo de mantener obras no susceptibles de explota-
cién econdmica, el Proyecto de Lley ya prevé expresamente
una contraprestacidn consistente en una concesién de domi-
nio poblico en la zona de servicios o en el drea de influen-
cia en que se integre la obra.

1.2. Insuficiencias del actual articulo 130.2 LCAP respecto de
las fases de preparacién y adjudicacién del contrato de concesién
de obra publica

Como la LCAP, en su redaccién vigente, solo parte del
modelo del contrato de obra contenido en la Ley de Contra-
tos del Estado, que no contemplaba la concesién de obra co-
mo ya vimos, y la Directiva comunitaria que traspone solo
contiene remisiones a los procedimientos de adjudicacién de
obras, los preceptos que comentamos nada dicen sobre la
posibilidad de iniciativas particulares para proponer obras
poblicas que también pudieran ser de interés general, asi co-
mo sobre la posicién juridica del promotor y del autor del

proyecto seleccionado cuando no resultaran adjudicatarios.
Estas cuestiones reciben ya cumplida atencién en el Proyecto
de Ley a que nos venimos refiriendo.

1.3. Otras insuficiencias resefiables

La LCAP nada dice sobre la titularidad de la Administrc\-
cién o del concesionario de los terrenos que hubieran de ser
expropiados para la construccién de la obra publica en régi-
men de concesién, pues el articulo 130.2 se limita a declarar
que el contrato de concesién de obras queda sujeto a las nor-
mas generales del contrato de obras en el que este problema
no se planteq, toda vez que el contratista carece de derecho
alguno a la explotacién de la obra y de los terrenos afectos a
la misma. El tema se aborda expresamente en el tan citado
Proyecto de Ley, dejando claro que el concesionario solo os-
tentard la condicién de beneficiario de la expropiacién.

Las previsiones de la LCAP en materia de modificacién
tanto del contrato de obras como del de gestién de servicios
resultan totalmente insuficientes para el contrato de conce-
sidn de obras, pues solo en este Gltimo se plantean las espe-
cialidades propias del régimen tarifario en relacién con el
tema de la elasticidad de la demanda en la utilizacién de la
obra concedida, teniendo en cuenta el alto coste financiero
que normalmente tiene la obra a realizar por el concesiona-
rio en la fase inicial del contrato. Esta cuestién si aparece ya
contemplada en los diversos preceptos del nuevo Proyecto
que se ocupan del Plan econémicofinanciero de la conce-
sién.

2. La Ley 8/1972, de 10 de mayo, de construccién,
conservacion y explotaciéon de autopistas en régimen
de concesién

Se trata del primero de los sectores que conté en nuestro
derecho con una regulacién especifica en materia de conce-
siones y que poco después de la iniciacién del Plan de Auto-
pistas se estimé indispensable para alcanzar un solo régimen
juridico bdsico que ofreciese la certidumbre y estabilidad nor-
mativa suficiente para hacer atractiva la participacién de la
financiacién privada en la construccién de estas costosas
obras piblicas.

Se quiso superar asi la dispersién y la casuistica en que
se habia incurrido anteriormente con la promulgacién de De-
cretos leyes especificos para el concurso que se convocaba
para la construccién de cada autopista.

Particular relevancia tiene en esta Ley el régimen del ob-
jeto social de las correspondientes sociedades concesionarias
contemplado en su articulo 8, pues constituye tanto un impor-
tante medio de control piblico de su actividad como un me-
canismo que permite modular las posibilidades de incremen-
tar los recursos financieros que dicha sociedades puedan
allegar para mejorar sus cuentas de resultados, pero también

REVISTA DE OBRAS PUBLICAS/EXTRAORDINARIO OCTUBRE 2002/N° 3.425 39



ADOLFO MENENDEZ MENENDEZ

para el mejor cumplimiento de sus obligaciones en materia
de conservacién, mantenimiento y mejora de la autopista
concedida.

En este sentido, la Ley 13/1996, de 30 de diciem-
bre, primero, y la ley 55/1999, de 29 de diciembre,
después, vinieron a modificar la estricta redaccién ini-
cial del art. 8.2 de la ley de Autopistas, para permitir,
en un primer momento, que formaran parte del objeto so-
cial de la concesionaria “las actividades dirigidas a la
explotacién de las dreas de servicio de las autopistas cu-
ya concesién ostenten, las actividades que sean comple-
mentarias con la construccién, conservacién y explota-
cién de las autopistas ..., las estaciones de servicio, cen-
tros integrados de transportes y aparcamientos, siempre
que todos ellos se encuentren dentro del drea de influen-
cia de dichas autopistas. Su extensién se determiné re-
glamentariamente fijdndose en una franja de 20 km.
comprendida entre lineas paralelas a ambos lados de la
autopista; segin establecié la disposicién adicional déci-
ma del Reglamento de Carreteras, introducida por el Real
Decreto 597/1999, de 16 de abril. La segunda de la Le-
yes citadas volvié a ampliar el objeto social del titular de
la concesién al incluir “la construccién de ... obras de in-
fraestructuras viarias distintas a la concesién, pero con
incidencia en la misma, y que se lleven a cabo dentro del
drea de influencia de la autopista, o que sean necesarias
para la ordenacién del tréfico, cuyo proyecto y ejecucién
o solo ejecucién se impongan al concesionario como con-
traprestacién”.

Por otra parte, la revisidén del equilibrio econémico-fi-
nanciero de la concesién que el articulo 24.2 de la Ley
8/1972 solo permitia de manera unidireccional a favor
del concesionario, ha sido recientemente modificada pa-
ra permitir también una revisién de dicho equilibrio de
carécter bidireccional, es decir, tanto si los ingresos del
concesionario bajan por debajo del nivel de equilibrio
como si suben de manera estable y considerable por en-
cima de las expectativas contempladas en el régimen
econdmico-financiero correspondiente.

Ahora bien, la completa puesta al dia de este régi-
men y su extensién a todas las obras piblicas suscepti-
bles de concesién, son objetivos ya irrenunciables si, co-
mo se quiere, la participacién de la financiacién privada
en las obras previstas en el Plan de Infraestructuras de
Transportes 2000-2007 debe alcanzar un incremento sig-
nificativo.

3. £l articulo 173 de la Ley 13/1996, de 30 de
diciembre, de medidas fiscales, administrativas
y de orden social

En la linea emprendida por el Gobierno que salié de
las elecciones de 1996 de abrir cauces para la participa-

cién de la financiacién privada en las grandes obras pdbli-
cas necesarias esta vez para el sector hidrdulico, el citado
articulo vino a dar regulacién juridica especifica al deno-
minado contrato de concesién y construccién y explotacién
de obras hidrdulicas.

De acuerdo con lo previsto por el referido precepto, es-
te contrato ha podido ya ser utilizado por las Administra-
ciones piblicas para la construccién, conservacién y explo-
tacién de las obras e infraestructuras vinculadas a la regu-
lacién de los recursos hidréulicos, su conduccién, potabili-
zacién y desalinizacién, asi como al saneamiento y depu-
racién de aguas residuales.

A los efectos de mera referencia que solo cabe hacer
aqui, bastard decir que este contrato de concesién y cons-
truccién y explotacién de obras hidrdulicas se rige actual-
mente por los articulos 133 a 135 del Texto Refundido de
la Ley de Aguas aprobado por Real Decreto legislativo
1/2000, de 2 de julio.

4. Los articulos 159 a 165 de la Ley 16/1987,
de 30 de julio, de los Transportes Terrestres

En estos preceptos se contiene, finalmente, la vigente
regulacion para las concesiones de ferrocarriles a la que
por su carécter especifico debe hacerse mencién en este
lugar para dejar constancia también de la notable disper-
sién normativa existente en nuestro derecho sobre las con-
cesiones de obras publicas

IV. SINTESIS DE LOS ELEMENTOS FUNDAMENTALES
QUE CARACTERIZAN EL NUEVO CONCEPTO DE
CONCESION DE OBRAS PUBLICAS

e a) El contenido de la obra poblica: Ademés de la lis-
ta contenida en el actual articulo 120 TRLCAP, obras
poblicas son ahora todas aquellas, susceptibles de ex-
plotacién, que sean necesarias para la prestacién de
servicios publicos de naturaleza econémica o sean pre-
cisas para el desarrollo de actividades o servicios eco-
némicos de interés piblico o general.

e b) Efectiva asuncién por el concesionario del riesgo
concesional: La asuncién de riesgo en proporcién sus-
tancial por el concesionario resulta determinante para
que el contrato de concesidn merezca tal calificacién.
Se impone pues actualizar y acomodar nuestro dere-
cho positivo a las exigencias de la doctrina y conclu-
siones de la Comisién Europea expuestas en su Comu-
nicacién Interpretativa 2000/C 121/02 publicada en
el DOCE de 29 de abril de 2000.

¢ ¢} Equilibrio econémico-financiero de la concesién:
Frente a la antigua redaccién del articulo 24 de la Ley
de Autopistas y, sobre todo, frente a lo que ya casi es
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tradicién en nuestros pliegos de condiciones, este equi-
librio deberd restablecerse, tanto si se ha roto en per-
juicio como a favor del concesionario.

¢ d) Apertura a los mercados financieros: No solo me-
diante la eventual presencia de grupos financieros en
las sociedades concesionarias, sino a través de la emi-

En todo caso, conviene destacar que la explotacién de
las zonas complementarias, integradas en la concesién,
no puede confundirse con la explotacién de los servi-
cios que en dichas zonas pudieran prestarse. Esto es, la
explotacion de las zonas complementarias de la conce-
sién supondrd la contratacién con terceros de la presta-

sién de toda clase de obligaciones, la titulizacién de
los derechos de crédito vinculados a la explotacién de
la obra, asi como @ sus zonas complementarias de ex-
plotacién comercial y la hipoteca de la concesion mis-
ma, acompafadas estas dos tltimas figuras de un séli-
do y amplio repertorio de garantias para los posibles
poseedores de titulos y acreedores hipotecarios.

V. DERECHOS Y OBLIGACIONES DEL CONCESIONARIO

1. Derechos

Los derechos del concesionario, en el nuevo régimen
juridico concesional al que nos venimos refiriendo pueden
clasificarse tal como se indica:

a) Derechos definidores de la concesién concreta, que
incluye, a su vez, los siguientes:

cién de servicios diversificados y,
en cuanto tal, serdn ajenos a la
relacién Administracién conce-
dente - adjudicatario de la conce-
sién :

* 2} El derecho a percibir la retri-
bucién econémica prevista en el
correspondiente contrato. Otra
novedad en este punto digna de
mencién es el cauce que ahora
se abre para la participacién de
los propios licitadores, a través
de su oferta, en la configuracién
del sistema de retribucién de cao-
da concesién.

A tal efecto, el Proyecto estable-
ce que, entre los extremos que
habrén contenerse en los pliegos,

En los casos de
financiacién mixta de
la obra, por el érgano
de contratacién habré
de valorarse el esfuerzo
inversor del licitador
tomando en
consideracién el
porcentaje de
financiacién con cargo
a recursos publicos que
solicita por debajo de
los establecidos en el
pliego de cldusulas
administrativas

* 1} El derecho a explotar la obra piblica objeto de
la concesién por el plazo pactado. En este punto, revis-
te importancia singular en el nuevo marco juridico dise-
fado la posibilidad de que en el proyecto concesional,
es decir, formando parte de la concesién misma, pue-
dan existir las zonas complementarias de explotacién
comercial definidas como “zonas o terrenos para la
ejecucion de actividades complementarias, comerciales
o industriales que sean necesarias o convenientes por
la utilidad que prestan a los usuarios de las obras y
que sean susceptibles de un aprovechamiento econémi-
co diferenciado, tales como establecimientos de hoste-
leria, estaciones de servicio, zonas de ocio, estaciona-
mientos, locales comerciales y otros susceptibles de ex-
plotacién”.

Los antecedentes de esta figura se encuentran en las su-
cesivas reformas del art. 8.2 de la Ley de Autopistas
anteriormente estudiadas, si bien ahora se utiliza un
concepto mds amplio que el de “drea de servicio” y se
supera la idea de “construccion de otras infraestructu-
ras viarias con incidencia en la concesién”, pues las
notas definidoras de estas “zonas complementarias de
explotacién comercial” solo requieren el cumplimiento
de los siguientes requisitos: a) su implantacién de con-
formidad con el planeamiento urbanistico que resulte
de aplicacién; b) su explotacién conjunta con la obra,
al integrarse en una concesidn Unica; y c) su sujecién
al control de la Administracién concedente.
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deberé encontrarse el sistema de .
retribucién del concesionario, al Pcrf'CU|°fes
tiempo que dispone que sobre es-

te aspecto y dentro del marco ge-

neral que, en su caso, pueda fijar el pliego, las proposi-
ciones deberdn considerar especificamente en el Plan
econdémico-financiero que cada una oferte la incidencia
en las tarifas, en las previsiones de amortizacién y en el
plazo concesional de los rendimientos previstos por la
demanda de utilizacién de la obra y, en su caso, por
los beneficios derivados de la zona de explotacién co-
mercial.

De ahi que, siempre con referencia al contenido de las
proposiciones, el Anteproyecto también anuncie que, en
los casos de financiacién mixta de la obra, por el 6rga-
no de contratacién habra de valorarse el esfuerzo inver-
sor del licitador fomando en consideracién el porcenta-
je de financiacién con cargo a recursos piblicos que so-
licita por debajo de los establecidos en el pliego de
clausulas administrativas particulares.

e 3) El derecho al mantenimiento del equilibrio econé-
mico de la concesién. También aqui resulta novedosa la
participacién de los propios licitadores, a través de su
oferta, en la fijacién de los niveles que consideren mini-
mo y éptimo de los rendimientos de cada concesién de
modo que, si tales niveles se alcanzaran, proceda la re-
visién del Plan econémico-financiero.

Se trata de conferir ahora verdadera importancia al
Plan econdémico financiero de la concesién no solo en el
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momento de su otorgamiento sino a lo largo de todo el
periodo concesional.

Por tanto, el nuevo Proyecto concibe dicho Plan, que ha
de ser parte integrante de toda proposicién, como un
instrumento totalmente neutral en el equilibrio econémico
de la concesién, pues ha de tomar en consideracién tan-
to los intereses del poder concedente —que son los intere-

ses pUblicos- como los del concesionario y siempre par-;

tiendo de la base de que los valores o pardmetros objeti-
vos que se tomen como referencia en cada concesién se-
rén los incluidos en la oferta hecha por el propio conce-
sionario que fundament$ la adjudicacién del contrato y
sirvié de base ‘para su definicion dltima. Coherentemente
con lo arriba sefialado, se establece que el contrato de
concesién de obra puiblica deberd mantener su equili-
brio econdémico en los términos que fueron considerados
para su adjudicacién, teniendo en cuenta el interés ge-
neral y el interés del concesionario y de ahi que ya no
quepa limitar la obligacién de restablecer dicho equili-
brio a los supuestos tradicionales de modificacién de las
condiciones de explotacién de la obra por razones de
inferés publico, o de supuestos de “factum principis” o
de circunstancias imprevistas, sino que ahora también
habré que proceder al reequilibrio cuando se produzcan
los supuestos que se establezcan en el propio contrato
para sy revisidn,

b) Derechos genéricos propios de la institucién concesio-

¢ 1) La ejecucidn de la obra con arreglo a lo dispuesto
en el contrato. No tiene especialidades destacables
cop respecto a las que corresponden al contratista de

- obras publicas.

¢ 2] La explotacién de la obra publica, contrapunto del
propio derecho a ejecutarla. Ahora bien, también debe
admitirse la posibilidad de que la concesién consista
solo en el derecho a explotar la obra poblica.

Frente a las criticas que tal posibilidad ya ha suscitado
arguyendo que la Ley General de Obras Piblicas de
1877 no admitia semejante posibilidad, hay que decir
que la cuantia de las inversiones financieras requeridas
para la explotacién y el mantenimiento de las moder-
nas y complejas obras piblicas que hoy se requieren,
superard ampliamente los pardmetros que en 1877
pudieran haberse ponderado para la explotacién y el
mantenimiento de las carreteras, quedando ahora ple-
namente justificada la existencia de un riesgo mas que
suficiente para que pueda hablarse de verdadero ries-
go concesional y de ahi que ya la ley 8/1972, de 10
de mayo, de Autopistas, reformada por la Ley
55/1999, admitiera sin problema alguno las concesio-
nes administrativas para la conservacién y explotacion
de tramos de autopistas ya construidos.

Pero es que, ademds, no es este el Unico precedente de
concesién de la sola explotacién de una obra pdblica
previamente construida que existe en nuestro ordena-
miento juridico vigente, pues resulta notorio que los ar-

ticulos 159 y 160 de la ley 16/1987, de 30 de julio,
de Ordenacién de los Transportes Terrestres, a los que
anteriormente ya se ha aludido, prevén y regulan ex-

nal, que caracterizan al concesionario como colaborador
privilegiado de la Administracién Piblica. Estos derechos se
concretan en:

¢ 1) El derecho a la utilizacién de los bienes de dominio
poblico necesarios para la construccién y explotacién de
la obra piblica, que incluye el aprovechamiento de bie-
nes especificos de dominio pUblico, como aguas o mate-
riales que aparezcan durante su ejecucién,

e 2) El derecho a constituirse en beneficiario de la ex-
propiacién forzosa e imposicién de servidumbres

* 3) El derecho a ejercer cuantas acciones fueran nece-
sarias para hacer viable su condicién de concesionario.
e 4) El derecho de ceder la concesién de acuerdo con
lo previsto en la Ley

* 5) El derecho a hipotecar la concesién o titulizar sus
derechos de crédito de acuerdo con lo que la propia ley
determina. .

= 6) Cualesquiera ofros que le sean reconocidos por las
leyes o los pliegos de condiciones.

2. Obligaciones

Teniendo en cuenta el nuevo régimen previsto, merecen

destacarse aqui las siguientes:

presamente las concesiones de explotacién de lineas
de ferrocarriles que no hayan de formar parte de la
Red Nacional Integrada.

* 3] Velar por el buen uso y conservacién de la obra
publica.

Se trata, quizd, de la obligacién que més ha querido
potenciarse hasta el punto de que ya se le ha dado en
llamar la cléusula de progreso.

Aunque la idea ya podia identificarse sustancialmente
en el articulo 60 de la Ley 55/1999, de 29 de diciem-
bre, de Acompafiamiento a la de Presupuestos para el
ano 2000, pero solo para el contrato de servicios de
gestién de autovias que alli se contemplaba, lo con-
ceptualmente importante aqui estriba en que ahora la
adecuada conservacién de la obra poblica ha de vin-
cularse a los adelantos de cardcter técnico o cientifico
que puedan repercutirsele. Esto es, el concesionario de-
be garantizar que la obra publica recibird en todo mo-
mento el mejor tratamiento técnicamente posible.

De ahi que el Proyecto, someta todos los contratos de
concesién de obras poblicas a la obligacién por parte
del concesionario de mantener la obra de conformidad

42 REVISTA DE OBRAS PUBLICAS/EXTRAORDINARIO OCTUBRE 2002/N° 3.425



EL PROYECTO DE LEY REGULADORA DEL CONTRATO DE CONCESION DE OBRAS PUBLICAS

con lo que, en cada momento y segin el pro-
greso de la ciencia, disponga la normativa
técnica, medioambiental y de seguridad de
los usuarios, que resulte de aplicacién.

piblica a todo usuario. Es el corolario légico
de los principios, que también obligan al con-
cesionario, de igualdad de trato, a no ser que
la diferencia estuviera justificada por motivos
objetivos y proporcionados, y el de proteccion
de los derechos de los particulares, en cuya

Las prerrogativas de la
Administracién serdn
las propias del érgano

e 4) La admisién en la utilizacién de la obra de confrd’rccién,
recogidas en la
legislacién de
contratos, mds lds
especificas en funcién
de la naturaleza
virtud sus decisiones de denegacién o recha- SingU|Cll' del propio

De acuerdo con lo expuesto, las prerrogativas
de la Administracién seran laspropias del érgano
de gontratacién, recogidas en la legislacién de con-

“tratos, mds las especificas en funcién de la naturale-
za singular del propio contrato de concesién. En es-
te sentido, las que pueden considerarse mds rele-
vantes son:

¢ a) La de restablecer el equilibrio econdémico
de la concesion

e b) La de fijor en su caso las tarifas mdximas
por la ufilizacién de la obra pdblica

zo, deben justificarse y poder ser objeto de re-  contrato de concesién e ¢} El establecimiento, con cardcter temporal,

cursos judiciales por parte de sus destinata-

rios.

e 5) La asuncién del riesgo econdémico de la gestién.
Esta obligacién es la contrapartida de su derecho a la
retribucién econémica pactada asi como de su derecho
al mantenimiento del equilibrio econémico’ financiero
que ya han sido tratados anteriormente.

e &) El cuidado del buen orden en el uso de la obra
publica y la proteccién del dominio piblico vinculado
a la concesidn, preservando sus valores ecoldgicos y
ambientales.

¢ 7) La indemnizacién de los dafios que se ocasionen
a terceros por causa de la ejecucién de las obras o de
su explotacién, cuando le sean imputables.

¢ 8) Todas aquéllas que, en funcién de la concesion
concreta, pudieran contenerse en las leyes aplicables o
en el correspondiente pliego de cldusulas administrati-
vas particulares.

Entendemos, finalmente, que, en todo caso y, o bien por
su mencién concreta en el listado anterior o bien a través de
esta Ultima cldusula de remisién general citada, deben consi-
derarse obligaciones de los concesionarios las dimanantes de
los principios recogidos en el Dictamen 1999/C 368/17 del
Comité Econdémico y Social Europeo sobre “los servicios de
interés general” y que son los siguientes: igualdad, universali-
dad, fiabilidad, participacién, transparencia, simplificacién
de procedimientos, rentabilidad y eficacia, calidad de los ser-
vicios, prestacién de un servicio adecuado, evaluacién de los
resultados, cooperacién entre prestatarios, coste asequible y
proteccién del medio ambiente.

V1. PRERROGATIVAS DEL ORGANO DE CONTRATACION

Una de las notas determinantes de la institucion de la con-
cesién es la presencia de la Administracién piblica como po-
der concedente. Esta cualidad sustantiva de “poder conceden-
te” debe traducirse, necesariamente, en el recordatorio de las
prerrogativas y derechos de la Administracién como valedora
del interés publico.

de las condiciones de utilizacién de la obra pu-

blica ante circunstancias excepcionales con
abono de la indemnizacién que corresponda al concesio-
nario.
El recurso a esta Gltima prerrogativa, claramente innova-
dora, debe garantizar en todo momento, ante situaciones
de grave compromiso o amenaza circunstancial para el
interés general, la subordinacién a éste de la concesion,
esto es, de la propia relacién coniractual, mediante su
transformacién coyuntural y transitoria en los términos pre-
vistos en el proyecto.
¢ d) La modificacién de la obra piblica, en sentido estric-
to, su ampliacién o la realizacién de obras complementa-
rias.
En todo caso, estas facultades deberdn obedecer a razo-
nes de interés puiblico y justificardn, en su caso, la revisidn
del plan econémicofinanciero para acomodarlo a las nue-
vas circunstancias.
Por otra parte, cuando las obras, resultantes de las modi-
ficaciones permitan una explotacién independiente, su
construccién y explotacién han de ser objeto de nueva lici-
tacién. El criterio de la explotacién independiente adapta
a este contrato, en buena medida, los criterios utilizados
por el Consejo de Estado para diferenciar las modificacio-
nes de obra de las obras complementarias en el contrato
de obra: posibilidad de utilizacién separada de las obras
nuevas, su necesidad respecto al proyecto inicial y las difi-
cultades técnicas de adjudicacién y ejecucién indepen-
dientes [Dictamen 424, de 2 de abril de 1992). Todo ello
sin perjuicio de que la legislacién especifica de cada obra
publica precise lo que ha de entenderse por modificacién
atendiendo a las caracteristicas fisicas de la obra
» ¢) Las derivadas de las facultades de vigilancia, control
e inspecciodn, que, a su vez, implican las siguientes:

e.1. El secuestro de la concesion.
Es el medio para la salvaguardia del fin al que se ordena

la concesién, esto es la mejor atencién de la demanda
social.
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Los supuestos que abrirdn paso al secuestro serdn la
imposibilidad de que el concesionario pueda hacer
frente, temporalmente y con grave dafio social, a la
explotacién de la obra publica por causas ajenas al
mismo y el incumplimiento grave, por su parte, de sus
obligaciones hasta el punto de poner en peligro la ex-
plotacién de la obra.

La ejecucién del secuestro deberd ir precedida de la
previa notificacién al concesionario de que se acorda-
ré el mismo para el caso de que no corrija la deficien-
cia o deficiencias advertidas.

Llos supuestos que justifican el secuestro, que en todo
caso tendrd cardcter temporal sin que pueda exceder
de tres afios, se completan con una remisién a otros
posibles que se recogen en el propio Proyecto como
garantia de acreedores por titulizacién

El secuestro de la concesién supondrd la asuncién por
parte del érgano de contratacién de la explotacién di-
recta de la obra, a cuyo efecto designard uno o varios
interventores que sustituirdn, total o parcialmente, al
personal directivo de la empresa concesionaria.

La explotacién de la obra piblica objeto de secuestro
seguird efectudndose por cuenta y riesgo del concesio-
nario que tendrd derecho, terminado aquél, al saldo
que resultase tras ser abonados los correspondientes
gastos y deducidas las penalidades que en su caso le
hubieran sido impuestas.

e.2. El régimen de penalidades.

Podrdn imponerse al concesionario por incumplimiento
de sus obligaciones contractuales, debiendo subrayar-
se que el drgano de contratacién no ejerce aqui potes-
tades sancionadoras sino que aplica cldusulas de pe-
nalizacién de cardcter contractual.

El repertorio de penalidades por incumplimiento de las
cldusulas contractuales podré imponerse durante la fa-
se de ejecucion de la obra, en cuyo caso su régimen
serd el establecido en el articulo 95 del TRLCAP, o du-
rante el periodo de explotacién, debiendo estarse en

este supuesto a lo prevenido en el correspondiente
pliego de condiciones. Los incumplimientos graves po-
drén dar lugar, siempre de conformidad con lo que es-
tablezca el pliego de condiciones, a la resolucién de
la concesién o a su secuestro temporal, con indepen-
dencia de la imposicién de las penalidades que proce-
dan.

e.3. La imposicién de multas coercitivas
Aplicables cuando el concesionario persista en el in-

cumplimiento de sus obligaciones y no atienda los re-
querimientos de la Administracién.

Vil. CONCLUSION

En atencién a las razones politicas, juridicas y econé-
micas sucintamente expuestas a lo largo de estas lineas,
entiendo que existen motivos que justifican sobradamente
la necesidad de no demorar mds la puesta al dia de una
institucién tan relevante en la historia de nuestro Derecho
publico como es la concesién de obra publica.

Con el Proyecto, cuyo contenido fundamental y antece-
dentes, han quedado expuestos, pienso que se consigue una
regulacién completa que configura la citada institucién co-
mo un instrumento verdaderamente idéneo, por un lado, po-
ra mejorar significativamente el servicio objetivo y eficaz a
los intereses generales al que se deben todas las Administra-
ciones publicas por ineludible imperativo constitucional vy,
por ofro, para asegurar la colaboracién de las distintas Ad-
ministraciones y del sector privado en la construccién y man-
tenimiento del ambicioso Programa de Infraestructuras de
Transportes 2000-2007 que el Gobierno estd acometiendo
durante estos afios por considerarlo necesario para la con-
vergencia real de Espafia con el resto de los paises mas de-
sarrollados de la Unién Europea.

En todo caso el texto inicia ahora una andadura parla-
mentaria de la que es de deseai que salga fortalecido y
mejorado.
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